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León, Guanajuato, a 30 treinta de octubre del año 2013 dos mil trece. . . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, en los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 264/2013-JN, promovido por el ciudadano *****; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor se ostenta sabedor de la emisión del acto impugnado, sólo respecto al cobro de la cantidad de $32,551.00 (Treinta y dos mil quinientos cincuenta y un pesos 00/100 Moneda Nacional), por el servicio de agua potable, que fue el día 1 uno de marzo del 2013 dos mil trece, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . .
En cuanto al acto consistente en la determinación de suprimir el servicio de agua potable en el domicilio ubicado en Fray Daniel Mireles número 717 setecientos diecisiete, Barrio del Coecillo de esta ciudad, la demanda no fue presentada oportunamente como se precisa en el Considerando Cuarto de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la determinación de suprimir el servicio de agua potable al inmueble ubicado en calle Fray Daniel Mireles número 717 setecientos diecisiete, de la colonia El Coecillo, de esta ciudad; se encuentra documentada en autos, únicamente con el Informe rendido por el organismo público demandado, en fecha 24 veinticuatro de abril del 2013 dos mil trece, en el que el Presidente del Consejo Directivo y Representante Legal, y el Gerente Comercial, expresaron que la suspensión del servicio se realizó desde diciembre del año 2011 dos mil once . . . . . . . . . . . . . . . .
Ahora bien, respecto del cobro por el servicio, se encuentra acreditado con el original del recibo A 8714521, que aportó el actor (visible en autos en copia certificada, a foja 3 tres); el que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 118 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de un documento, expedido por el organismo público demandado, Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato; aunado a la circunstancia de que el Presidente del Consejo Directivo y  el Gerente comercial, al contestar la demanda, al referirse a los hechos, admitieron libre y sin coacción alguna, haber emitido dicho recibo-factura y que se limitó el servicio de agua potable. . . 
CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . . 

Sentado lo anterior, se advierte que en el presente proceso, las autoridades enjuiciadas, en el capítulo de contestación a los conceptos de impugnación, exteriorizaron que el recibo impugnado en el presente asunto es improcedente, al referir que se actualiza la causal prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al referir: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Ya que la naturaleza del recibo A 9200999 es una mera comunicación derivada de la relación contractual que existe entre el organismo operador  del agua y el usuario.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que para quien resuelve no se actualiza, toda vez que el documento en comento, contiene un requerimiento de pago por el adeudo que el mismo documento señala; ya que se le advierte que el contrato será cancelado, y se le exige que: “REALICE SU PAGO… EVITE SER SANCIONADO”; de ahí que para este Juzgador no se actualiza la causal de improcedencia señalada, pues el actor sí resiente en su esfera de derechos el requerimiento realizado en el documento que se impugna, respecto de la prestación del servicio de agua potable en el inmueble ubicado en calle Fray Daniel Mireles número 707 setecientos diecisiete, de la colonia El Coecillo de esta ciudad; por lo que se encuentra legitimado para promover el presente proceso administrativo. 
También plantearon las autoridades demandadas, la causal de improcedencia señalada en la fracción VI del artículo 261 del Código de la materia. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Causal que tampoco se actualiza en este asunto, toda vez que el acto que se impugna sí existe, como se desprende del propio recibo de pago y del Informe rendido por la autoridad demandada a través de sus representantes. De ahí que no se actualiza dicha causal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, respecto del acto impugnado consistente en la determinación de suprimir el servicio de agua potable en el domicilio ubicado en Fray Daniel Mireles número 717 setecientos diecisiete, de la colonia Barrio del Coecillo de esta ciudad, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de la materia mencionado, al ser extemporánea la presentación de la demanda; toda vez que en contra de tal acto ha excedido el término para impugnar dicha determinación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, el actor consintió tácitamente tal acto impugnado, al no haber formulado su demanda dentro del término de 30 treinta días siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación del mismo o tuvo conocimiento del corte del servicio de agua potable; pues el recibo se emitió el 1 uno de marzo del año 2013 dos mil trece, pero la limitación del servicio, según lo refirió la autoridad demandada en su Informe, se dio desde el 17 diecisiete de diciembre del año 2011 dos mil once; por lo que si presentó la demanda hasta el día 16 dieciséis de abril de este año, el proceso administrativo fue promovido extemporáneamente; ello en base a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El primer párrafo del artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato es muy claro al precisar que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“La demanda deberá formularse por escrito y presentarse ante el Tribunal o Juzgado respectivo dentro de los treinta días siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación del acto o resolución impugnado o a aquél en que se haya ostentado sabedor de su contenido o de su ejecución...”. . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior se traduce en que para computar el plazo para presentar la demanda se debe partir de dos supuestos; el primero, que los 30 treinta días del plazo se computarán a partir del día siguiente a aquél en que haya surtido sus efectos la notificación del acto o resolución que se impugna; y, el segundo, cuando el particular se haya ostentado sabedor de su contenido; en este último supuesto, el plazo de 30 treinta días, se computará a partir del día siguiente a aquel en que se ostentó sabedor el justiciable, toda vez que no ha lugar a computar ningún día de surtimiento de efecto, al no existir notificación alguna. . 

Ahora bien, el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes mencionado, en la fracción IV de su artículo 261, consigna que el consentimiento tácito del acto o resolución impugnado, se da únicamente cuando no se promovió el proceso administrativo ante el Tribunal o los Juzgados, en los plazos que señala éste mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, en el caso en concreto, en el escrito inicial de demanda, el actor no expresó cuestión alguna respecto de la fecha en que tuvo conocimiento de los actos impugnados; pero del Informe presentado por el organismo público demandado, y del propio recibo de pago aportado por la actora, se advierte que la suspensión del servicio se realizó con anterioridad, por el monto adeudado; lo que se traduce en que sea la fecha aportada por la demandada, la que se tenga como aquella en que se ostentó sabedor el actor del acto señalado; por lo que para efecto de computar el término que de 30 treinta días para la interposición de la demanda, resultaba aplicable el segundo de los supuestos previstos en el primer párrafo del ya mencionado artículo 263 del Código del Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que se debía computar el termino de 30 treinta días para la formulación de la demanda, a partir del día hábil siguiente al en que la parte actora tuvo conocimiento de tal acto; es decir a partir del día 17 diecisiete de diciembre del año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, resulta por demás extemporánea la promoción del presente proceso administrativo, en contra de tal acto, trayendo como consecuencia que exista consentimiento tácito del mismo, al haber transcurrido 1 un año y 4 cuatro meses hasta la fecha en que presentó su demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es por lo antes indicado, que al haber interpuesto la parte actora el proceso administrativo hasta el día 16 dieciséis de abril del año 2013 dos mil trece; según se advierte del sello de recibido de la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales; la formulación de la demanda resulta extemporánea, actualizándose así la hipótesis de improcedencia del proceso administrativo prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al estar en presencia del consentimiento tácito del acto impugnado; al dársele, conforme a los artículos 118 y 122, del Código Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, pleno valor probatorio al Informe rendido por el organismo público demandado; por lo que procede Sobreseer el presente proceso administrativo, con fundamento en la fracción II del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes mencionado, respecto de la determinación de suprimir el servicio de agua potable en el domicilio ubicado en Fray Daniel Mireles número 717 setecientos diecisiete, de la colonia Barrio del Coecillo de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, al no apreciarse la actualización de alguna causa de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa; por lo que, en consecuencia, es procedente el presente proceso en contra del acto que subsiste, esto es, el cobro, por el servicio de agua potable, de la cantidad de $32,551.00 (Treinta y dos mil quinientos cincuenta y un pesos 00/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 
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QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor; este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 1 uno de marzo del año 2013 dos mil trece, el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, emitió el recibo de pago número A 8714521, por la cantidad en total de $32,551.00 (Treinta y dos mil quinientos cincuenta y un pesos 00/100 Moneda Nacional); en el que la autoridad advirtió al ciudadano que realizara el pago, que evitara ser sancionado y que pasara al área de aclaraciones; lo que el actor señaló, tuvo conocimiento el mismo día 1 uno de marzo de 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Acto que para el actor vulnera sus derechos, ya que señaló que los derechos por servicios públicos, se causarán al momento en que el particular reciba la prestación del servicio; que solo por el incumplimiento de pago por un periodo de mas de 6 seis meses, y con el carácter de crédito fiscal, podrá suspenderse el servicio; y que la autoridad ha ido incrementando el adeudo, pero sin prestarle el servicio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
             A lo expresado por el impetrante, las autoridades demandadas manifestaron a grandes rasgos que son ineficaces por ser infundados e inoperantes los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .         
Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del cobro, por el servicio de agua potable, de la cantidad de $32,551.00 (Treinta y dos mil quinientos cincuenta y un pesos 00/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- No existiendo causa que impida el estudio de fondo del asunto en cuanto al acto impugnado subsistente -el cobro, por el servicio de agua potable, de la cantidad de $32,551.00 (Treinta y dos mil quinientos cincuenta y un pesos 00/100 Moneda Nacional)-, se procede al estudio del único concepto de impugnación expresado por el actor; avocándose este Juzgador, al estudio de los argumentos de ese único concepto de impugnación, sin necesidad de transcribirlos en su totalidad, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el único concepto de impugnación que se hizo valer, la parte actora, luego de señalar que los servidores públicos deben ceñirse al principio de legalidad, y lo que disponen los preceptos Constitucionales; en  esencial, plantea que los derechos por servicios públicos, se causarán al momento en que el particular reciba la prestación del servicio; que sólo por el incumplimiento de pago por un periodo de mas de 6 seis meses, y con el carácter de crédito fiscal, podrá suspenderse el servicio; y que la autoridad ha ido incrementando el adeudo, pero sin prestarle el servicio . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por su parte, las autoridades demandadas plantearon que el concepto de impugnación vertido por el actor es infundado e inoperante. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para quien resuelve resulta en efecto infundado e inoperante el único concepto de impugnación hecho valer, porque carece de razón la parte actora en los argumentos expuestos, ya que primeramente, en cuanto a lo que manifestó de que los derechos por servicios públicos, se causarán al momento en que el particular reciba la prestación del servicio, resulta inoperante; toda vez que ese argumento en nada combate la expedición del recibo de pago del servicio de agua potable, conteniendo el monto que se adeuda respecto del inmueble del actor. Por lo que aunque en principio, sea cierta la afirmación realizada, no por ello resulta ilegal el monto del adeudo existente respecto del inmueble referido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Ahora bien, respecto a lo manifestado de que solo por el incumplimiento de pago por un periodo de más de 6 seis meses, y con el carácter de crédito fiscal, podrá suspenderse el servicio; resulta también inoperante tal argumento, porque la parte actora no acreditó que la suspensión o limitación del servicio de agua haya devenido, por falta de pago, sin haber transcurrido los 6 seis meses que menciona; antes bien, respecto del acto de limitación del servicio, este como ya se dejó asentado en supralíneas, fue consentido expresamente por la parte actora; aunado a que según lo informaron los funcionarios del organismo público que contestaron la demanda, la suspensión o limitación del servicio se realizó con anterioridad a la emisión del recibo oficial impugnado (Informe visible a fojas 123 doce y 13 trece del  expediente). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por último, en cuanto a que la autoridad ha ido incrementando el adeudo, pero sin prestarle el servicio, es fundado dicho argumento, ya que resulta ilegal el cobro de la cantidad señalada en el recibo A 8714521 emitido el 1 uno de marzo del año en curso; toda vez que del análisis del mismo, se desprende claramente que la autoridad demandada cobra, hasta esa fecha, los derechos 
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por el servicio de agua potable y saneamiento, no obstante que la propia autoridad demandada, al rendir el informe solicitado para efectos de la suspensión (visible a fojas 12 doce a 13 trece) reconoce expresamente que el día 17 diecisiete de diciembre de 2011 dos mil once, se suspendió el servicio de agua potable; lo que sin duda se traduce en que al mismo ya no tuviera acceso el actor, sin que se desprenda del contenido del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, incluso del Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato, facultad alguna para que la autoridad demandada, pueda seguir cobrando derechos por el servicio de agua potable aun cuando el mismo se encuentre cortado o suspendido totalmente, como ocurre en el caso concreto, de ahí que resulte fundado el agravio en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas resulta ilegal dicho cobro; por señalar un cargo por un servicio que no se brindó; por lo que debe declararse nulo y, por consiguiente, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la Nulidad del cobro, por el servicio de agua potable, de la cantidad de $32,551.00 (Treinta y dos mil quinientos cincuenta y un pesos 00/100 Moneda Nacional) que se desprende del recibo número A 8714521, correspondiente a la cuenta con número 297281, emitido el 1 uno de marzo del año 2013 dos mil trece; para el efecto de que el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, lo deje insubsistente y, con plenitud de competencia, emita un estado de cuenta, en el que funde y motive el cobro de los derechos del servicio de agua potable y saneamiento respecto del inmueble ubicado en calle Fray Daniel Mireles número 717 setecientos diecisiete del Barrio del Coecillo de esta ciudad, sin considerar saldos posteriores al 17 diecisiete de diciembre de 2011 dos mil once, fecha en que se cortó o suspendió el suministro del servicio de agua potable en dicho inmueble. . . . . . . . . . . . . .  . . .
Por otra parte, no está por demás el resaltar, que por lo que hace al cobro de los derechos causados previos al día del corte o suspensión, es decir al 17 diecisiete de diciembre de 2011 dos mil once, si procede el mismo, ya que el vital líquido sí estuvo a disposición en el inmueble propiedad del actor, por lo que existe a cargo de éste, la obligación de pagarlo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEPTIMO.- De lo pretendido por el actor, se encuentra también lo concerniente al reconocimiento del derecho que en su favor, establecen las normas jurídicas; y la condena a la autoridad de que se le restablezca en sus derechos violados; lo que se traduce en las acciones previstas en las fracciones II y III del artículo 255  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo que no ha lugar a reconocer derecho alguno, ni a condenar a la autoridad demandada; puesto que en primer lugar, no precisó el actor que derecho individualmente determinado que haya sido violentado, solicita le sea reconocido y por el que deba condenarse a la autoridad; y que además no constituya un derecho ya implícito en la resolución de nulidad; ya que un derecho en tal sentido, debe ser señalado concretamente y no con peticiones generales; y en segundo término, porque este Juzgador estima que, con motivo de la presente resolución, se reconoce y se restablece el derecho del actor, en el sentido de que no se le cobren los derechos por el servicio de agua potable y saneamiento desde la fecha en que le fue suspendido el servicio de agua potable, es decir, a partir del 17 diecisiete de diciembre de 2011 dos mil once. . . 
Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo señalado  en los artículos 249, 261, fracción IV; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción III y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . .
R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, respecto del acto impugnado consistente en la suspensión o corte del servicio de agua potable; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Cuarto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-Procedió el presente proceso administrativo en contra del acto impugnado consistente en el cobro por el servicio de agua potable. . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se decreta la nulidad del cobro, por el servicio de agua potable, de la cantidad de $32,551.00 (Treinta y dos mil quinientos cincuenta y un pesos 00/100 Moneda Nacional), contenido en el recibo con número A 8714521, correspondiente a la cuenta con número 297281; para el efecto de que el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, emita un estado de cuenta, en el que funde y motive el cobro de los derechos del servicio de agua potable y saneamiento respecto del inmueble ubicado en calle Fray Daniel Mireles 717 setecientos diecisiete del Barrio del Coecillo de esta ciudad, sin considerar saldos posteriores al 17 diecisiete de diciembre de 2011 dos mil once, fecha en que se cortó o suspendió el suministro del servicio de agua potable. . . .

Ello atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia; debiendo la autoridad demandada, informar a este Juzgado sobre el cumplimiento que dé al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas, en un término no mayor de 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria esta sentencia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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QUINTO.- No ha lugar a reconocer el Derecho ni a condenar a la autoridad demandada a que restablezca derecho alguno, ello con sustento en lo señalado en el Considerando Séptimo de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . 
LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DICTADA EL 30 TREINTA DE OCTUBRE DEL AÑO 2013 DOS MIL TRECE, EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO CON NÚMERO DE EXPEDIENTE 264/2013-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

